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Dentro de su amplio contenido general, el Reglamento 1215/2012 dedica particular atención al arbitraje en su Preámbulo, en concreto, 
en su cdo. 12, donde se confi rma el criterio de que el Reglamento no se aplica al arbitraje incluido en el art. 1.2.º.d). En orden al alcance de esa 
exclusión cabe afi rmar lo siguiente: un consenso general que parece derivarse que el arbitraje fue satisfactoriamente tratado por el Conve-
nio de Nueva York de la que todos los Estados miembros son parte. Parece ser que el Parlamento Europeo (en particular, la Comisión JURI) y 
el Consejo prefi rieron un enfoque un tanto simplifi cado de la «exclusión ampliada» que contó con el decidido apoyo del Reino Unido. No es 
resulta aventurado afi rmar que nos hallamos ante un texto de compromiso acordado tras la retirada de las propuestas iniciales de la Comi-
sión. Por eso el nuevo texto aprobado refl eja este enfoque favorable a la «mayor exclusión». En consecuencia, en los preceptos relativos a 
litispendencia y conexidad no aparece mención alguna a las relaciones entre jurisdicción y arbitraje.
PALABRAS CLAVE: Reglamento Bruselas I bis – Arbitraje comercial – Relaciones entre jurisdicción y arbitraje – Medidas anti-proceso.
The Preamble of Regulation 1215/2012 pays a special attention to arbitration. In particular, its Recital 12 confi rms that, according 
to art.1.2 .° d), the Regulation does not apply to arbitration. In order to understand the scope of this exclusion, the following idea 
can be taken into consideration: A general consensus appeared to emerge, according to which arbitration was already successfully 
treated by the New York Convention, to which all Member States are parties. Thus, it seems that the European Parliament (in parti-
cular the JURI Commission) and the Council preferred a rather simplifi ed approach to the «extended exclusion». And the UK strongly 
supported this view. Therefore, it is not risky to uphold that we are facing a compromise text, in relation to which an agreement was 
reached after the withdrawal of the Commission’s original proposals. As a consequence, the adopted text refl ects this approach in 
favor of a «greater exclusion». Accordingly, the provisions relating to lis pendens and related actions contain no mention to the rela-
tionship between jurisdiction and arbitration.
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I.  ARBITRAJE Y DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA
1. El año 1958 produjeron dos hechos de trascendental 
importancia, la entrada en vigor del Tratado Constitutivo 
de la Comunidad Europea y la fi rma de la Convención de 
Nueva York sobre reconocimiento y ejecución de senten-
cias arbitrales extranjeras. A partir de aquí, y pese a lo dis-
puesto en el inciso fi nal del art. 220 TCEE, el arbitraje y 
la normativa de la Unión Europea han transitado tradicio-
nalmente por caminos distanciados con la justifi cación de 
que operaban en ámbitos diversos y obedecían a una lógi-
ca separada y distintiva (2). Tras no pocas vicisitudes (3) la 
separación, con algunas infl exiones, se mantiene en lo que 
concierne al arbitraje comercial y experimenta nuevos de-
rroteros en relación con el arbitraje de inversiones, que 
por su especifi cidad queda excluido del presente estudio. 
La invocación del orden público de la UE como causal 
de anulación o de denegación del execuátur de un laudo 
arbitral ha sido uno de los motores de este cambio, de-
safi ando la interpretación restrictiva que es consustancial 
en esta materia (4). Pero existen otras implicaciones no 
menos relevantes. En efecto, las relaciones entre el ar-
bitraje y la normativa de la UE tienen una cierta entidad. 
Diversos tribunales de los Estados miembros han recono-
cido la competencia de los árbitros para aplicar las normas 
del Derecho de la UE (Derecho de la competencia (5) y el 
Derecho de los consumidores, en particular) y esta prác-
tica ha sido validada por la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia. A ello debe añadirse que la apreciación de la tradi-
cional exclusión del arbitraje en el mecanismo de Bruselas 
I (6) ha encontrado signifi cativos puntos de fricción (7).
2. Una clara manifestación de esta dialéctica se ob-
serva en la compleja reforma del Reglamento Bruselas I, 
a propuesta de la Comisión, que abrió la «caja de Pando-
ra» en una materia, el arbitraje, que había sido sistemá-
ticamente excluida de las numerosas reformas que el sis-
tema Bruselas I experimentó en los últimos 45 años. La 
interrelación entre el referido sistema y arbitraje, que era 
por entones pacífi ca se ha convertido en la actualidad en 
moderadamente confl ictiva. En un contexto reformador 
amparado en el lema de «fortalecer el mercado único y 
reducir la burocracia» y con el pretexto de suprimir el 
costoso y complejo procedimiento de execuátur, tuvo 
lugar una complicada estratagema, auténtica fi ligrana 
jurídica, tendente a la inserción de ciertas materias co-
nexas, donde antes existía una exclusión total del arbi-
traje (II). Una estratagema, sobre cuyo alcance no exis-
tió unanimidad, sustentada en ciertos precedentes de la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia, señaladamente el 
asunto West Tankers, que produjo una total conmoción 
en los círculos arbitrales al apreciar que se trataba de 
una auténtica intromisión en su esfera de su competen-
cia (III). Dicha decisión esbozaba, ni más ni menos, la in-
clusión del arbitraje en el ámbito de aplicación material 
del Reglamento 44/2001, al tiempo que favorecía deter-
minadas tácticas procesales contra una institución que 
en el continente europeo había consolidado un indiscu-
tible prestigio. Ello dio lugar a un enconado debate, de 
carácter académico, profesional y corporativo, en torno 
a si tenían justifi cación los argumentos esgrimidos por 
la Comisión respecto a la necesaria uniformidad entre 
los Estados miembros en materia arbitral (IV), que se ce-
rró con el repliegue de los eurócratas de sus propuestas 
iniciales y con la honda satisfacción del mundo arbitral 
al comprobar que en la versión fi nal del Reglamento 
1215/2012 (V). Las aguas volvían a su cauce.
II.  SUPRESIÓN DEL ARBITRAJE EN EL SISTEMA 
BRUSELAS I
1. ALCANCE GENERAL DE LA EXCLUSIÓN
3. La justifi cación de que el arbitraje no se incluyese 
en el CB, pese a que era una de las materias contempla-
das en el art. 220 del Tratado de Roma (y posteriormente 
en el art. 293 TCE), fue la existencia de un reducido nú-
mero de instrumentos internacionales que ya se ocupa-
ban de la materia arbitral y el propósito no era otro que 
evitar eventuales interferencias entre el texto comunita-
rio y los mencionados instrumentos internacionales (8). 
Recuérdese que por aquellos años el Consejo de Euro-
pa estaba trabajando en una Ley uniforme de arbitraje 
anexa a la Convención europea de Estrasburgo de 20 de 
enero 1966 (9) y que tal iniciativa constituyó un impor-
tante fracaso al considerarse que introducía un nuevo 
factor de dispersión en vez de uniformar y unifi car. La 
prueba es que únicamente fue acogida en Bélgica (10). 
Esta exclusión comprendía tanto a las cuestiones de 
competencia judicial como al reconocimiento y la ejecu-
ción de resoluciones, cuando las demandas subyacentes 
a éstas aludiesen al arbitraje; más exactamente, al con-
venio arbitral, al procedimiento arbitral o al propio laudo 
arbitral. Por consiguiente, las acciones judiciales típicas 
relacionados con el arbitraje, tales como las medidas para 
hacer cumplir los acuerdos de arbitraje, las medidas cau-
telares, las acciones de anulación o el mecanismo de exe-
cuátur quedaban fuera del ámbito de aplicación del Con-
venio de Bruselas. Como resultado de ello el estudio de las 
relaciones entre el arbitraje y la CEE se reducían a aspectos 
muy concretos con una marcada tendencia a considerar 
cuestiones de carácter institucional vinculadas a los arts. 
177 y 181 TCEE (11).
Resulta de sobra conocido que primero el CB y luego 
el Reglamento 44/2001 eliminaron el arbitraje de su ám-
bito de aplicación material y esta actitud tuvo la virtud 
de desplegar cuatro efectos diferentes: a) la exclusión de 
los procedimientos judiciales en auxilio de un arbitraje; 
b) la exclusión de los litigios donde se suscitaba la validez 
de una cláusula de arbitraje; c) la exclusión de los laudos 




arbitrales del sistema de reconocimiento y ejecución de 
decisiones; y, d) la exclusión de los litigios que pudieran 
surgir en el marco de la relación afectada por el arbitra-
je. El sistema Bruselas I dejó que en esta materia fuese 
regulada por las leyes de arbitraje de los Estados miem-
bros y por los textos internacionales que los obligaban, 
en cuyo epicentro se hallaban el Convenio de Nueva York 
de 1958 y el Convenio de Ginebra de 1961. Semejante 
estrategia califi cada como una decisión prudente (12), 
aunque acaso este califi cativo no sea en más apropiado. 
Si el legislador comunitario se atrevió con otras mate-
rias complejas, también objeto de importantes intereses, 
cabe preguntarse por qué se replegó en materia arbitral. 
Acaso la explicación haya que verla en el hecho de que 
las relaciones entre arbitraje y jurisdicción plantean una 
relevante complejidad, que es objeto de regulación de-
tallada tanto a nivel convencional como interno (13), y 
que esa complejidad podía desbordar los objetivos esbo-
zados en el CB de 1968. Como apuntara R. Arenas Gar-
cía, o bien el sistema asumía la tarea de abordar de una 
forma completa esta regulación, con las consiguientes 
difi cultades que plantearía la articulación de la norma-
tiva resultante con los instrumentos convencionales que 
obligaban a los Estados parte, o bien optaba, como fi nal-
mente sucedió, por una alejamiento de las cuestiones ar-
bitrales, reconociendo la primacía de la regulación exis-
tente sobre el propio Convenio de Nueva York (14). Por 
entonces el arbitraje comercial todavía mantenía una di-
mensión marcadamente artesanal y sus dogmas actua-
les, com o el «principio de competencia-competencia», 
aún no se habían consolidado. Y a ello hay que añadir 
que los círculos defensores del arbitraje solo aparecerían 
años después, por lo que no el legislador comunitario no 
tuvo una presión externa comparable con la existente a 
fi nales de la primera década del siglo XXI.
4. Ciertamente la amplitud de la excepción de arbi-
traje del art. 1 del sistema Bruselas I no fue discutida por 
la doctrina ni la jurisprudencia durante los primeros años 
de vigencia del CB de 1968. Sin embargo esta radicalidad 
no fue del todo pacífi ca con ocasión de sus sucesivas mo-
difi caciones como consecuencia de la incorporación de 
nuevos Estados miembros a la CE y de la negociación del 
Convenio paralelo de Lugano.
i) Con ocasión de la incorporación al CB de Dinamar-
ca, Irlanda y el Reino Unido se suscitó un debate entre 
las posiciones anglosajona y continental. El desacuerdo 
esencial entre ambos punto de vista estribaba en que, de 
acuerdo con el primero, la exclusión del arbitraje debía 
entenderse de manera amplia: en cuanto se alegase la 
existencia de un convenio arbitral, todos los litigios deri-
vados de la relación jurídica se someterían exclusivamen-
te a arbitraje, independientemente del objeto material 
del litigio y, en tal caso, únicamente serían competentes 
para examinar la competencia el tribunal de arbitraje y 
los tribunales en el lugar de su sede. Sin embargo para 
los Estados miembros originarios debía tenerse en cuen-
ta, en primer lugar, el objeto material. Si éste está com-
prendido en el ámbito de aplicación del Reglamento n.º 
44/2001, un tribunal en principio competente en virtud 
de dicho Reglamento es taría facultado para examinar la 
aplicabilidad de la exclusión del art. 1, ap. 2, letra d) y, 
según su apreciación de la efi cacia y aplicabilidad de la 
cláusula de arbitraje, para remitir el asunto al tribunal de 
arbitraje o resolverlo por sí mismo. Como pusiera de re-
lieve «Informe Schlosser», el tenor del art. 1, ap. 2, letra 
d) CB no proporcionaba información sufi ciente acerca 
de la interpretación a la que había de darse preferen-
cia. En su opinión de la utilización del término arbitraje 
cabía deducir que no se hacía referencia únicamente al 
procedimiento de arbitraje propiamente dicho sino que 
Los puntos de desencuentro entre el arbitraje y la normativa de la UE son numerosos. El desencuentro radica, entre otras 
cosas, en que el arbitraje es un instrumento esencial, consolidado y de carácter universal en los litigios de carácter transnacio-
nal que puede colisionar con uno de los objetivos esenciales del Derecho de la Unión cual es asegurar un espacio de libertad, 
seguridad y justicia que facilite el acceso a la justicia con el concurso del principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones 
judiciales y extrajudiciales en materia civil. Las posiciones en presencia, que a efectos dialécticos podemos califi car como «trans-
nacional», de una parte, y «eurocrática», entendida como la ideología que se desprende de las prácticas seguidas por el conjunto 
de funcionarios de la UE y de otras organizaciones europeas, de otra, se hallan en un permanente estado enfrentamiento (1). Esta 
última acusa a los defensores de la autonomía del arbitraje de estar al servicio de determinados intereses incompatibles con los 
postulados de la UE, mientras que la primera se resiste a cualquier interferencia del Derecho de la UE la institución arbitral por 
poner en peligro la autonomía de las partes, la confi dencialidad de los procedimientos y la independencia de los árbitros; dicho 
en otros términos, que la interferencia eurocrática es susceptible de poner en peligro el arbitraje como método de resolución de 
confl ictos. Y parece innegable que las instituciones europeas no encuentran una política arbitraje que exprese una comprensión 
real de los benefi cios inherentes a esta institución.
OPINIÓN




también podían quedar fuera del ámbito de aplicación 
del Reglamento los procedimientos relacionados con el 
mismo que se sustanciase ante tribunales estatales (15). 
La polémica estaba servida.
ii) Y esta última se agudizó con motivo de la incor-
poración de Grecia el informe Evrigenis/Kerameus pues 
aunque en éste se reiteró las razones justifi cativas de la 
exclusión se abrió un portillo al afi rmase que «cabe con-
siderar como propio del Convenio el control incidental 
de la validez del acuerdo de arbitraje solicitado por una 
de las partes con vistas a cuestionar la competencia in-
ternacional de la jurisdicción ante la que está convocada 
en aplicación del Convenio» (16).
iii) El convenio de Lugano, al igual que el sistema Bru-
selas I, excluye el arbitraje de su ámbito de aplicación 
en su art. 1.º (17). La vocación de Suiza en que muchas 
de sus capitales se consoliden como sedes del arbitraje 
internacional se manifestó en su oposición a que la cues-
tión fuera considerada a propósito de la reforma de la 
Convención de Lugano de 2007, como se evidenció en el 
coloquio de Lausana de 8 de abril de 2011 (18).
Si la aplicabilidad de la exclusión 
dependiese de la existencia de una 
cuestión previa, que las partes 
pudiesen plantear en cualquier 
momento, se vulneraría el principio 
de seguridad jurídica
Paralelamente en el ámbito de la ley aplicable el 
Convenio de Roma de 1980 sobre ley aplicable a las obli-
gaciones contractuales, primero, y el Reglamento Roma 
I, después, excluyeron de su ámbito de aplicación «los 
convenios de arbitraje y de elección del tribunal compe-
tente» (art. 1.2.º.e.). En el Informe Lagarde/Guiliano se 
describe el enfrentamiento entre la delegación británi-
ca, partidaria de la inclusión, y las delegaciones francesa 
y alemana, que insistieron en el carácter autónomo de 
la cláusula de arbitraje respecto del contrato principal y 
en la difi cultad de aplicar la noción de los vínculos más 
estrechos a los acuerdos de arbitraje (19). Esta última 
posición fe la que prevaleció, manteniéndose inalterada 
a propósito de la conversión del referido Convenio en el 
Reglamento Roma I (art. 1.2.º.d) (20).
5. La interpretación de esta exclusión, sin embargo, no 
ha dejado de plantear problemas (21) obligando al TJ a resol-
ver una serie de dudas interpretativas (22), aunque el punto 
de partida fue confi rmatorio de tal solución. En el asunto 
Marc Rich el demandado había alegado que lo realmente 
decisivo era la cuestión previa de si existía un convenio ar-
bitral válido y en consecuencia había de determinarse si el 
CB era aplicable a un litigio en el que se solicitaba el nom-
bramiento de un árbitro. Sin embargo, en opinión del TJ, si 
la aplicabilidad de la exclusión dependiese de la existencia 
de una cuestión previa, que las partes pudiesen plantear en 
cualquier momento, se vulneraría el principio de seguridad 
jurídica. Corroboró así que la exclusión pudiera limitarse a 
los procedimientos desarrollados ante un árbitro aclaran-
do que el hecho de que se discutiese sobre la efi cacia del 
acuerdo arbitral no podía tener como consecuencia que no 
tuviera efecto la exclusión. Si la materia principal del litigio 
(el nombramiento del árbitro) está excluido del Convenio 
esta exclusión debe mantenerse incluso aunque el motivo 
de la exclusión (la efi cacia del acuerdo arbitral) deba ser es-
tudiado y resuelto con carácter previo a la decisión sobre la 
cuestión principal litigiosa (23). 
2.  ESPECIFICIDAD DE LA EXCLUSIÓN DE LA 
CLÁUSULA ARBITRAL
6. En efecto, la excepción del arbitraje del art. 1 CB 
presentaba una cierta especifi cidad en el sentido de que 
no era propiamente una materia excluida en su totalidad, 
pues lo que en rigor se excluía era la cláusula que daba 
preferencia a la regulación en materia arbitral sobre el 
propio Convenio: la exclusión del art. 1 obligaba al tribunal 
competente de acuerdo con lo establecido en el Convenio 
a abstenerse por considerar que existía una cláusula com-
promisoria efi caz respecto al litigio del que se encontraba 
conociendo (24). Se resolvía así la potencial contradicción 
entre el sistema de reglas competenciales incluido en el 
Convenio y la obligación de abstención de los tribunales 
ante los que se presentase una demanda en un caso afec-
tado por un compromiso arbitral válido, obligación que se 
derivaba tanto de instrumentos internacionales (Conve-
nio de Nueva York de 1958, Convenio de Ginebra de 1961, 
Protocolo sobre cláusulas de arbitraje de Ginebra de 1923) 
como de la normativa de origen interno de los Estados. 
A ello debe agregarse que la inclusión en el sistema 
Bruselas I de las decisiones pronunciadas por los jueces 
estatales en torno a la validez del convenio arbitral se-
ría susceptible de dar lugar a soluciones desequilibradas 
(25): en las decisiones favorables y de validez, efi cacia y 
aplicabilidad del convenio arbitral una vez que se hubiese 
declarado que el convenio arbitral era válido, el sistema 
dejaría de ser aplicable, mientras que en las decisiones 
donde esto no aconteciese, es decir, que declarasen nulo, 
inefi caz o inaplicable el convenio arbitral, la decisión so-
bre el fondo quedaría dentro del mecanismo Bruselas I. 
En este último caso la valoración negativa del convenio 
arbitral realizada por el tribunal estatal que conociese del 
caso se impondría a los demás tribunales de los Estados 
miembros. Con ello: a) Una demanda posterior sobre el 
mismo objeto y las mismas partes debería ser rechazada 
en virtud de la regla de litispendencia prevista en el siste-
ma Bruselas I; b) Quedaría incompleto el mecanismo de 




reconocimiento y ejecución de la decisión en otro Estado 
miembro ya que la exigencia de una convenio arbitral vá-
lido no se halla entre las causales de dicho sistema (26).
7. Otro problema interpretativo se suscitó respecto 
del control de los laudos arbitrales y su eventual anula-
ción o ejecución cuando el convenio arbitral era conside-
rado como una cláusula abusiva contrario al derecho de 
los consumidores de la UE; esto es si se podía formular 
la excepción del carácter abusivo de una cláusula arbitral 
en un proceso de anulación del laudo arbitral dándose la 
circunstancia de que en el proceso arbitral no se había 
impugnado tal circunstancia. La cuestión fue conside-
rada por la STJ 26 octubre 2006, as. C-168/05: Mostaza 
Claro: en el curso de un procedimiento de anulación de 
un laudo arbitral se planteó por la Audiencia Provincial 
de Madrid la cuestión de si la protección de los consu-
midores de la Directiva 93/13/CEE podía implicar que el 
Tribunal que conocía del recurso de anulación contra un 
laudo arbitral apreciase la nulidad del convenio arbitral 
y anulase el laudo por estimar que dicho convenio arbi-
tral contenía una cláusula abusiva en perjuicio del con-
sumidor, cuando esa cuestión se alegaba en el recurso de 
anulación pero no se había opuesto por el consumidor 
en el procedimiento arbitral. El tribunal en su sentencia 
declaró que la Directiva 93/13 /CEE del Consejo, de 5 de 
abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los con-
tratos celebrados con consumidores, debía interpretarse 
en el sentido de que implica que un órgano jurisdiccional 
nacional que conoce de un recurso de anulación contra 
un laudo arbitral ha de apreciar la nulidad del convenio 
arbitral y anular el laudo si estima que dicho convenio 
arbitral contiene una cláusula abusiva, aún cuando el 
consumidor no haya alegado esta cuestión en el procedi-
miento arbitral, sino únicamente en el recurso de anula-
ción (27).Con posterioridad la STJ 6 de octubre de 2009, 
as. C-40/08: Asturcom Telecomunicaciones, S.L. reforzó 
el control judicial de los laudos arbitrales. En concreto, 
la cuestión prejudicial planteada al TJCE por un Juzga-
do de Primera Instancia de Bilbao trataba de averiguar 
si el tribunal nacional que conocía de una demanda de 
ejecución forzosa de un laudo arbitral podía apreciar de 
ofi cio la nulidad del convenio arbitral y, en consecuencia, 
anular el laudo dictado sin la comparecencia de la parte 
frente a la que se pide la ejecución. Sobre la resolución 
planeaba el principio de cosa juzgada que afectaba al 
laudo arbitral, y eso que el Gobierno español mantuvo 
que el Juez que conocía del procedimiento de ejecución 
del laudo arbitral fi rme era competente para apreciar de 
ofi cio la nulidad de una cláusula arbitral contenida en un 
contrato celebrado entre un consumidor y un profesio-
nal, por ser tal cláusula contraria a las normas naciona-
les de orden público (ap. 55). Atendiendo a principios de 
equivalencia y efectividad, la sentencia estimó que no 
afectaba al principio de efectividad las normas procesa-
les establecidas por el régimen español de protección de 
los consumidores contra las cláusulas abusivas, pero al 
analizar el principio de equivalencia fue cuando se equi-
paró la protección que la Directiva otorga a los consumi-
dores con las normas que el ordenamiento jurídico inter-
no considera de orden público, con la conclusión, cuya 
fi nalidad parece bastante obvia, de que en la medida de 
que el Juez nacional que conozca de una demanda de eje-
cución forzosa de un laudo arbitral fi rme deba, con arre-
glo a las normas procesales internas, apreciar de ofi cio 
la contrariedad de una cláusula arbitral con las normas 
nacionales de orden público, está igualmente obligado 
a apreciar de ofi cio el carácter abusivo de dicha cláusu-
la desde el punto de vista del art. 6 de la Directiva, tan 
pronto como disponga de los elementos de hecho y de 
Derecho necesarios para ello (ap. 53). Téngase en cuen-
ta que es un principio general del Derecho que el orden 
público constituye un límite al ejercicio de los derechos 
subjetivos, no sólo de carácter sustantivo sino también 
procesales (28). Las dos decisiones referidas tuvieron la 
virtud de abrir nuevos interrogantes sobre el alcance del 
control judicial de la ejecución de laudos arbitrales, lo 
que tuvo cierto interés en un contexto de la supresión 
del exequátur —como procedimiento previo a la ejecu-
ción en sentido propio— respecto de las decisiones judi-
ciales en la reforma del Reglamento 44/2001. 
III.  COMPATIBILIDAD DEL SISTEMA BRUSELAS 
I ANTE LA EXISTENCIA DE PROCEDIMIEN-
TOS PARALELOS
1.  INTERFERENCIAS RESPECTO DE PRONUN-
CIAMIENTOS SOBRE LAS MEDIDAS CAUTE-
LARES
8. En este confl ictivo contexto relacional en 1998 la 
Sentencia Van Uden (29) supuso una infl exión en la in-
terpretación que hasta la fecha se había dispensado a la 




exclusión (30). En esta decisión se suscitaba la posibi-
lidad de utilizar el mecanismo del CB para determinar 
la competencia en la adopción de medidas cautelares o 
provisionales en un supuesto en el que las partes habían 
incluido en el contrato que las vinculaba un convenio ar-
bitral (31). Dicho en otros términos, se suscitaba si era 
de aplicación el art. 24 de dicho instrumento en relación 
a medidas solicitadas en apoyo de un procedimiento ar-
bitral y no de un procedimiento judicial. El TJ conside-
ró la aplicación del presento al caso concreto aunque el 
procedimiento principal se desarrollarse ante árbitros y 
aprovechó la ocasión para matizar la exclusión del arbi-
traje del CB con un razonamiento no exento de polémica.
Destaca la tajante afi rmación, que registraría impor-
tantes consecuencias, de que «cuando las partes han 
sustraído válidamente un litigio derivado de un contrato, 
a la competencia de los tribunales estatales para atri-
buirlo a un órgano arbitral, no existen, en el sentido del 
Convenio, tribunal estatal competente para conocer del 
fondo del litigio». En concreto, la exclusión del Convenio 
de la materia arbitral no habría de conducir a la incom-
petencia de los tribunales designados para el caso por 
este instrumento, sino, más precisamente, a la no obli-
gatoriedad del ejercicio de la competencia por parte de 
dichos tribunales, debiendo ser la normativa convencio-
nal o interna aplicable en materia de arbitraje la que de-
bería determinar la forma en la que la cláusula compro-
misoria afectaría a la competencia del tribunal. Además 
la decisión puso de relieve una signifi cativa vacilación del 
Tribunal sobre el alcance de la exclusión del arbitraje que 
realiza el art. 1 CB. Tal como se ha adelantado, el TJ sos-
tiene que el art. 24 del Convenio podía ser utilizado para 
la determinación de la competencia para la adopción de 
medidas cautelares en auxilio del arbitraje si tales medi-
das se refi eren a una cuestión comprendida en el ámbito 
de aplicación material del Convenio. Sorprende esta re-
ferencia al ámbito de aplicación material del Convenio 
pues la exclusión del arbitraje operaba hasta entonces 
en todas las materias y en este caso se estimó que existía 
una cláusula de prevalencia en la regulación de la mate-
ria de arbitraje.
9. Teniendo lo anterior en cuenta, a la cuestión que 
se planteó al TJCE en el asunto Van Uden, lo más lógico 
hubiera sido responder que la competencia para la adop-
ción de medidas provisionales en auxilio del arbitraje se 
encuentra afectada por la exclusión del arbitraje en el 
art. 1, remitiendo la determinación de dicha competen-
cia a la normativa que resulte aplicable en cada Esta-
do parte. El Tribunal, sin embargo, optó por interpretar 
que, dado que las medidas provisionales no se adoptan 
en el procedimiento arbitral, sino de forma paralela a 
éste no están afectadas por la exclusión del «arbitraje 
como materia». Esta referencia a la materia arbitral es 
clave, puesto que implica reducir la exclusión del art. 1 
solamente a una de sus dimensiones: la exclusión del CB 
de aquellos litigios vinculados al desarrollo de un pro-
cedimiento arbitral, dejando de lado la prevalencia de la 
regulación arbitral sobre la convencional en lo relativo 
a la incidencia del arbitraje sobre la competencia de los 
tribunales estatales. Bien es verdad que la sentencia se 
limitó a establecer posible la compatibilidad entre el RB 
I y el arbitraje, toda vez que la competencia fi nal para 
adoptar dichas medidas vendría determinada por el co-
rrespondiente sistema estatal del lugar donde se desa-
rrolla el procedimiento arbitral (32).
La sentencia Van Uden supuso, por tanto el inicio de 
una penetración del arbitraje en el territorio del Siste-
ma Bruselas I, que se vería confi rmada por la Sentencia 
West Tankers. 
2.  INTERFERENCIAS RESPECTO A LAS MEDI-
DAS ANTIPROCESO
10. La cuestión de la compatibilidad con las decisio-
nes dictadas en un Estado que prohíben iniciar o prose-
guir un procedimiento en otro miembro basándose en 
que tal procedimiento infringe un convenio arbitral no es 
nueva en la práctica internacional (33) operando como 
una intromisión a priori en el arbitraje (34). Tampoco es 
nuevo el debate en torno al alcance de tales anti-suit in-
junctions en el marco del sistema Bruselas I (35), sobre 
todo tras la STJCE 27 abril 2004, C-159/02: Turner v. Gro-
vit, que admitió, según un amplio sector de la doctrina, 
su compatibilidad (36), aunque sin dejar la cuestión to-
talmente despejada (37). Y es que esta materia se ubica 
en el epicentro de la discusión entre el common law y el 
Derecho continental en torno al papel del juez en rela-
ción con el procedimiento arbitral. No en vano la admi-
sión de las anti-suit injunctions en el arbitraje puede ser 
favorable a la institución en el sentido de que refuerza la 
voluntad de las partes contenida en el convenio arbitral. 




Desde esta perspectiva el acogimiento de la medida en 
el sistema Bruselas I iría en consonancia con el espíri-
tu de los Convenios de Nueva York y de Ginebra pero, y 
aquí está el punto confl ictivo de la cuestión, al margen 
de ellos. El propio art. II.3.º del primero de estos instru-
mentos descalifi ca esa intervención en la medida en que 
habilita a la jurisdicción estatal a mantener su compe-
tencia si considera que el convenio arbitral es nulo, in-
efi caz o inaplicable (38). En el fondo del debate gravita 
una denominada estrategia procesal cuya recepción no 
es especialmente pacífi ca. 
Como es bien sabido, el RB I permite que el deman-
dante pueda optar entre varios foros en materias tales 
como, v.gr., responsabilidad (39) o infracción de patente 
(40) y en contrapartida al presunto infractor le es dable 
suscitar una acción declarativa negativa ante diferentes 
jurisdicciones (41). Semejantes posibilidades, conocidas 
por la jurisprudencia del TJ (42), pueden conducir a su-
puestos de forum shopping en benefi cio exclusivo de quien 
se adelante. Nos hallamos ante una ingeniosa estrategia 
procesal que ha adquirido ya carta de naturaleza y que se 
denomina como el «torpedo italiano» por la frecuencia 
de su empleo en ese país (43) que despliega toda su vir-
tualidad en relación con el arbitraje (44). No cabe duda 
que nos hallamos ante una ingeniosa estrategia procesal. 
11. Precisamente es en este marco particular don-
de debe situarse al asunto West Tankers. En él se trata-
ba de determinar si era compatible con el Reglamento 
44/2001 la adopción de una orden conminatoria que 
prohibía continuar con un procedimiento judicial inicia-
do en Sicilia. La prohibición se basaba en la existencia de 
una cláusula compromisoria efi caz respecto al proceso 
iniciado en Italia siendo el procedimiento en el que se 
solicitaba la adopción de la medida anti-proceso, por 
tanto, un mecanismo de auxilio al arbitraje que debería 
entrar en el ámbito de la exclusión del art. 1.2.º.d) del RB 
I. No obstante, el TJ declaró que, si bien las acciones pro-
nunciadas por tribunales nacionales de hacer cumplir los 
acuerdos de arbitraje y laudos arbitrales están incluidas 
en la referida excepción de arbitraje, dicha excepción no 
se aplica a un caso simplemente porque la competen-
cia del tribunal de origen se cuestione sobre la base de 
un arbitraje previo, siempre que el caso está dentro del 
ámbito de aplicación de dicho Reglamento. El TJ no tuvo 
reparo alguno en considerar que una orden conminato-
ria inglesa era contraria al «efecto útil» del Reglamento 
44/2001, ya que «impide que un órgano jurisdiccional de 
otro Estado miembro ejerza las competencias que tiene 
atribuidas en virtud del mencionado Reglamento» (45). 
La justifi cación de este razonamiento reposaba en que 
la cuestión controvertida de competencia judicial inter-
nacional respecto de una acción de responsabilidad con-
tractual no quedaba fuera de las disposiciones del RB I 
por el hecho de que dicha cuestión tuviese como presu-
puesto un acuerdo arbitral. 
Semejante planteamiento fue considerado como un 
grave atentado al arbitraje internacional por permitir que 
unas anti-suit injunctions paralizaran los efectos de un 
convenio arbitral (46). En la práctica el TJ había dado por 
buena una estrategia procesal consistente en demandar 
ante los tribunales estatales a pesar de la existencia de 
un convenio arbitral para de este modo, aunque la otra 
parte hubiera alegado la existencia del convenio arbitral, 
litigar ante el juez que conoce del asunto acerca de su 
validez o de su aplicabilidad al caso concreto. A nadie 
puede escapar que las normas sobre litispendencia en 
el Reglamento, que dan prioridad al primer tribunal que 
conoce del asunto, podrían a partir de aquí ser utilizadas 
desvirtuar el arbitraje pactado en el contrato principal. 
12. La sentencia West Tankers evidenció, con la consi-
guiente alarma que los convenios arbitrales y, por ende, 
la propia institución arbitral cultivada con esmero por los 
centros de arbitraje, podían ser torpedeados con respal-
do en el principio de confi anza recíproca permitiendo la 
ejecución de una sentencia del «tribunal torpedo» y ex-
cluyendo las anti suit injunctions del sistema del RB I (47). 
Era menester, por tanto, diseñar una solución específi -
ca para reforzar la efi cacia de las cláusulas de arbitraje 
en el espacio judicial europeo y desalentar las tácticas 
dilatorias consistentes en la interposición de una ac-
ción ante un tribunal de un Estado miembro cuya ley 
de arbitraje desconociese el principio de «competencia-
competencia».
 La sentencia West Tankers evidenció, 
con la consiguiente alarma, que 
los convenios arbitrales podían ser 
torpedeados con respaldo en el 
principio de confi anza recíproca
No puede extrañar que desde los medios arbitrales 
lloviesen las críticas la respuesta del TJ por ignorar a la 
tajante exclusión incluida en el RB I y además, por la ro-
tundidad con que se pronunció en contra de la posición 
mantenida en Van Uden, donde en un procedimiento 
que se desarrollaba en Inglaterra, en el curso del cual se 
había planteado la cuestión prejudicial, si entraba en el 
ámbito de aplicación del CB la competencia del Juez de 
medidas provisionales incluso si ya se había iniciado o 
podía iniciarse un procedimiento sobre el fondo, y aun-
que dicho procedimiento se desarrollase, y la respuesta 
había sido positiva. Para estos medios con una decisión 
de este tenor se estaban restringiendo los instrumentos 
nacionales rectores del arbitraje concebidos para desa-
rrollar esta institución. En otras palabras, se quiso ver la 




aparición de un peligroso control comunitario sobre la 
práctica arbitral de los Estados miembros (48) y ello, al 
margen de las previsiones del RB I que en modo alguno 
admite esta posibilidad. Y ello con independencia de que 
de lege ferenda, el establecimiento de semejante control 
pueda tener elementos de utilidad para la propia institu-
ción arbitral (49).
IV.  HACIA LA SUPRESIÓN PARCIAL DE LA EX-
CEPCIÓN DE ARBITRAJE
1.  INICIO DE LAS HOSTILIDADES
13. La eventual utilidad de un control comunitario y 
los interrogantes suscitados por la jurisprudencia hasta 
ahora comentada, sobre todo el asunto West Tankers, 
fueron los elementos que movieron a que desde distintas 
esferas, auspiciadas por la Comisión de la UE, se abogara 
por un cambio en la exclusión practicada en el RB I (50). 
El punto de partida de la discusión fue la aparición, en el 
año 2007, del denominado informe Heidelberg (51) ela-
borado por los profesores Hess, Pfeiffer y Schlosser, por 
encargo de la Comisión. Tras estudiar múltiples respues-
tas nacionales a cuestionarios, información obtenida de 
bases de datos y entrevistas realizadas, entre otros, a 
abogados, jueces, empresarios y organizaciones de con-
sumidores los redactores pudieron concluir con carácter 
preliminar que Reglamento el instrumento comunitario 
estaba funcionando satisfactoriamente y que existía una 
favorable acogida del mismo por los operadores jurídicos 
implicados.
Ahora bien, en la materia que nos ocupa el constituía 
un complejo ejercicio de relaciones entre el arbitraje «co-
munitario» y la jurisdicción ordinaria. Pese a reconocer 
que la extensión del arbitraje al sistema Bruselas I gozaba 
de un rechazo generalizado, consideraba que no podían 
ignorarse por más tiempo ciertos problemas prácticos 
que justifi caban sufi cientemente un replanteamiento sus-
tancial de la posición tradicional. Cierto que la exclusión 
estaba justifi cada en lo concerniente al reconocimiento y 
ejecución de laudos arbitrales y a los procedimientos ante 
los tribunales estatales en relación con el arbitraje, sobre 
todo en lo que concierne al control del laudo; no obstan-
te, a juicio del informe, existían una serie de problemas 
conexos, gran parte de ellos en relación con el Convenio 
de Nueva York de 1958: v.gr., reconocimiento del conve-
nio, ejecución del laudo, confl ictos entre laudos y proce-
dimientos conexos. Y para solucionar dichos problemas 
el informe aportaba cuatro proposiciones de carácter ge-
neral: a) supresión de la exclusión general del arbitraje en 
el RB I con el objeto de reducir la producción decisiones 
contradictorias sobre la efi cacia de la cláusula arbitral; b) 
establecimiento de la competencia exclusiva de los tribu-
nales de la sede del arbitraje para conocer de las medidas 
de apoyo al arbitraje; c) prevalencia de los tribunales de la 
sede para pronunciarse sobre las impugnaciones relativas 
a las cláusulas de arbitraje en caso de existencia de proce-
sos paralelos y, d) inclusión de una regla europea uniforme 
según la cual la sede del arbitraje sería determinada por 
las partes o se situaría en el Estadio miembro donde de la 
sede del arbitraje. Dichas proposiciones, como es obvio, 
implicaban una interferencia entre el arbitraje y la jurisdic-
ción muy diferente de la asumida en numerosos Estados 
miembros donde subyace, y sigue subyaciendo, la idea de 
que, pactado el arbitraje, ha de darse prioridad absoluta 
a la vía arbitral, reservándose los tribunales de justicia la 
acción de anulación. Defi nitivamente con tal argumenta-
ción se alteraba el modelo de relaciones entre árbitro y 
juez que había presidido hasta entonces una manera de 
concebir el arbitraje comercial internacional (52).
14 Igualmente tuvieron gran repercusión las consi-
deraciones efectuadas por la Abogada General J. Kokott 
en sus conclusiones en referido asunto, presentadas el 4 
septiembre 2008 (53), donde aludía a la necesidad una 
solución de tipo normativo, más que una solución de tipo 
coercitivo. En su opinión de prohibirse al tribunal la apre-
ciación de las correspondientes cuestiones previas, una de 
las partes podría sustraerse al procedimiento por la mera 
alegación de un convenio arbitral y, al propio tiempo, se 
privaría al demandante que presentó su demanda ante el 
tribunal por considerar el convenio inefi caz o inaplicable, 
de la posibilidad de acudir a un tribunal estatal. Semejante 
situación sería contraria al principio de tutela judicial. El 
fundamento de la competencia exclusiva de los tribunales 
de arbitraje exige precisamente que exista un compromi-
so arbitral válido que incluya el objeto del litigio. En con-
secuencia afi rmó la inoportunidad de mantener la exclu-
sión del arbitraje en el sistema del RB I.
En la misma dirección el Parlamento Europeo estudió 
seriamente esta posibilidad (54). 




2.  HACIA UNA MEJOR ARTICULACIÓN ENTRE 
EL REGLAMENTO Y EL ARBITRAJE
A) Impacto del Libro Verde de 2009
15. Con estos antecedentes la Comisión consideró 
conveniente proponer un Libro Verde en el año 2009 
sobre la reforma del RBI que incluía diversas materias, 
entre ellas, la arbitral (55). En este punto el Libro Ver-
de sugería un pronunciamiento acerca de la eliminación 
o parcial de la exclusión del arbitraje en el RBI a partir 
de las siguientes opciones: a) reforzar la efi cacia de los 
acuerdos de arbitraje; b) asegurar una adecuada coordi-
nación entre los procedimientos judiciales y arbitrales; 
y c) mejorar la efi cacia de las sentencias arbitrales. Se 
recibieron un total de ciento treinta respuestas (56) y, 
asimismo, la Comisión realizó una serie de actividades de 
promoción con el objeto de alentar su propósito refor-
mista (57). Las respuestas procedían de entidades muy 
diversas, desde Estados, Gobiernos y Parlamentos hasta 
colegios de abogados, colegios notariales, asociaciones 
de arbitraje (Comité français de l’arbitrage, Camera Arbi-
trale di Milano, Association for International Arbitration, 
Club Español del Arbitraje) y empresariales, con una par-
ticipación muy valiosa de medios académicos.
En la materia que nos ocupa la mayoría de las contes-
taciones coincidió con la Comisión en la existencia de un 
importante problema en las relaciones entre jurisdicción 
y arbitraje a los efectos del RB I pero, a partir de aquí, y 
admitiendo que algunas respuestas muy documentadas 
compartieron ciertos planteamientos de una reforma de 
mayor calado (58), en general se registraron notorias 
discrepancias sobre todo provenientes de los círculos 
arbitrales al considerar que podía ponerse en peligro el 
liderazgo de los centros de arbitraje europeos a escala 
internacional, asimismo, en cuanto a la actitud a seguir 
respecto de los procedimientos paralelos y tácticas liti-
giosas abusivas. Por último, existió unanimidad en rela-
ción con el funcionamiento de la Convención de Nueva 
York de 1958, que no debería verse socavado por una ac-
ción de la Unión en la materia (59). 
B) Reacciones desfavorables a la exclusión 
16. En las respuestas al libro verde, en los numero-
sos foros que tuvieron lugar (60) y en los diversos es-
tudios que aparecieron (61) a propósito de la reforma 
del RB, I el capítulo relativo a la inclusión parcial del 
arbitraje en su articulado no quedo muy bien parado 
(62). Reaparecieron antiguas reticencias no superadas, 
surgieron numerosas críticas doctrinales que aún reco-
nociendo la existencia de un problema no ofrecieron 
soluciones coincidentes con los reformistas, se rechazó 
cualquier intento de táctica dilatoria y se produjo una 
coincidencia en el mantenimiento del mecanismo pre-
visto en Convenio de Nueva York (63), que constituye 
una clara expresión de la voluntad de los Estados y de 
los operadores que ha impulsado largamente el arbi-
traje en la práctica cotidiana de la resolución de litigios 
(64), no siendo deseable que el RB I produzca una frac-
tura en el mismo (65), si bien los laudos arbitrales en 
caso de reunir determinadas condiciones podrían bene-
fi ciarse del sistema de supresión del execuátur previsto 
por el Reglamento (66). 
La respuesta del gobierno francés fue contundente 
en el sentido de que la reforma propuesta conduciría a 
una alineación de la jurisprudencia europea a la de los 
Estados miembros cuya legislación es menos favorable 
para el arbitraje estatal y paralelamente supondría un 
retroceso en relación con los progresos realizados por 
ciertos Estados miembros cuyo Derecho sustantivo es 
plenamente favorable al arbitraje y con las actividades 
de los principales centros de arbitraje que tienen esta-
blecidas sus sedes en dichos Estados (67).
La Comisión consideró conveniente 
proponer un Libro Verde en el año 
2009 sobre la reforma del RBI que 
incluía diversas materias, entre ellas, 
la arbitral 
Por descontado, el mundo del arbitraje hizo valer su 
espíritu clánico utilizando todos los poderosos medios a 
su alcance para combatir la agresión eurocrática. El am-
biente generalizado refl ejaba el sentimiento de que si el 
mecanismo había funcionado a entera satisfacción de los 
Estados miembros resultaba improcedente la iniciativa 
de revisar el Reglamento regulando algunas cuestiones 
que resultaban confl ictivas e improcedentes para el de-
sarrollo mismo del arbitraje (68).
El repliegue resultante en el texto que fi nalmente 
quedó consolidado, respecto de las posiciones iniciales 
de la reforma, exime de un examen sistemático de las 
respuestas que se refi rieron al arbitraje. Parece sufi ciente 
aludir a alguna signifi cativa.
17. Como es lógico, para el Reino Unido la consulta 
fue una buena oportunidad para reiterar su posiciona-
miento inicial con motivo de las negociaciones a su in-
corporación al CB. Tras el asunto West Tankers la cues-
tión fue debatida en la Cámara de los Lores (69) y, con 
posterioridad, el Ministerio de Justicia se pronunció so-
bre la cuestión suscitada en el Libro Verde en el sentido 
de que en un principio había quedado atraído por el en-
foque sustentado en el Informe Heidelberg; no obstante, 
consideró que dicho enfoque no podía mantenerse pues 
su plasmación legal implicaría inexorablemente ceder 
competencias en materia de arbitraje internacional que 




corresponden a los Estados miembros. Y a ello debía 
añadirse, en su opinión, el importante papel desempeña-
do por la Convención de Nueva York de 1958 cuya efi ca-
cia quedaría afectada por la propuesta. A partir de estas 
consideraciones propuso de manera tajante que el art. 
1 del Reglamento en lo concerniente al arbitraje debía 
ser ampliado con el fi n de dejar clara que la exclusión se 
aplica a todos los aspectos del proceso, en concreto a los 
procedimientos judiciales auxiliares del arbitraje (v.gr., 
los relativos a cuestiones tales como el nombramiento 
de árbitros, el auxilio judicial para la concreción y custo-
dia de pruebas y la adopción de medidas cautelares) y a 
las cuestiones relativas a la existencia, validez, y el alcan-
ce de un acuerdo de arbitraje. De esta suerte si un órgano 
jurisdiccional de un Estado miembro, conociere de una 
acción que es objeto de un acuerdo de arbitraje, debería 
resolver la cuestión totalmente al margen del RB I con el 
concurso exclusivo del art. II de la referida Convención 
de Nueva York (70).
Para los círculos arbitrales la uniformidad del arbi-
traje en la UE no debía, en modo alguno, ser un fi n en 
sí mismo. Es cierto que la diversidad de sistemas puede 
plantear problemas a los usuarios del arbitraje pero ello 
abunda en la necesaria competencia en el arbitraje y es 
algo perfectamente conocido. Además las propuestas 
del Informe Heidelberg supondrían de un lado una viola-
ción fl agrante de la Convención de Nueva York de 1958, 
cuyo ámbito de aplicación no es similar en el conjunto 
de los Estados miembros (v.gr., la denominada reserva 
de «comercialidad») y un retroceso fundamental en re-
lación con los avances efectuados en los Estados miem-
bros que se han traducido en legislaciones y jurispruden-
cias totalmente favorables al arbitraje (71).
Se ha producido una clara 
declaración de guerra a la 
jurisprudencia considerada ajena 
a los cánones de la Comisión; esta 
nueva dialéctica tendrá importantes 
repercusiones en el futuro
18. Dentro de las respuestas partidarias de la no in-
clusión del arbitraje en el RB I (72) o de recoger exclu-
sivamente la experiencia de West Tankers (73), merece 
la pena aludir las procedentes del Grupo de trabajo de 
la CCI («Informe Pinsolle») (74) que recogió la opinión 
de la mayoría de las instituciones de arbitraje, de los co-
mités nacionales de la CCI en el sentido de que al ser la 
Convención de Nueva York de 1958 un instrumento de 
generalizada aceptación en los círculos de arbitraje a es-
cala mundial, una reglamentación a escala regional no 
haría otra cosa que incrementar los confl ictos internos. 
Además llamaba la atención de que las propuesta inclui-
das en el informe de Heidelberg pondrían en peligro los 
benefi cios que para los usuarios del arbitraje supone la 
competencia existente entre las distintas plazas existen-
tes en Europa y produciría un desplazamiento del arbi-
traje a otras plazas de fuera de Europa. Por estas razones 
recomendó el mantenimiento de la exclusión de arbitra-
je contenida en el RB I. En esta línea defensiva cabe situar 
a la Cámara arbitral de Milán que, al margen de conside-
rar contraproducente gran parte de las propuestas, vati-
cinó con carácter apocalíptico que su admisión cerraría 
las puertas de Europa al mundo del arbitraje (75).
Más matizadamente el Club Español de Arbitraje y de 
la Sección Española de la International Law Association) 
(76) sugirieron que el Libro Verde trataba de ir demasia-
do lejos y perjudicaba al arbitraje internacional porque 
se hacían más atractivos los procedimientos judiciales 
que los arbitrales (77). 
3.  PROPUESTA DE REGLAMENTO DEL PARLA-
MENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO DE 2010
19. Por fi n apareció la Propuesta de Reglamento del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 2010 (78) respal-
dada en un informe previo aprobado el 29 de junio por la 
Comisión de Asuntos Jurídicos y del que fue ponente Ta-
deusz Zwiefka (79). Dicha propuesta, replegando velas, 
confi rmó la exclusión del arbitraje del ámbito de aplica-
ción del Reglamento aunque de manera matizada pues 
consideró la posibilidad de que al impugnar un convenio 
de arbitraje ante un tribunal, una parte pueda desvirtuar 
efectivamente dicho convenio y crear un procedimien-
to judicial paralelo e inefi ciente, que podría culminar en 
soluciones inconciliables y generar costes y retrasos adi-
cionales. Con ello, a juicio de la propuesta, se infringía 
la necesaria previsibilidad en la solución de confl ictos y 
propicia las tácticas judiciales abusivas.
Con ese propósito los arts. 29.4.º y 33.3.º propuestos 
pretendían garantizar un mayor respeto a las cláusulas 
compromisorias que las partes hubiesen establecido. De 
esta suerte, en caso de impugnación de la competencia de 
un tribunal de un Estado Miembro tomando como base un 
acuerdo arbitral, dicho tribunal debería suspender el pro-
cedimiento en caso de que se suscite un procedimiento 
sobre la existencia, la validez o efi cacia del acuerdo ante el 
tribunal del Estado Miembro donde se encuentra la sede 
del arbitraje o ante el propio órgano arbitral. A su lado, la 
Comisión proponía un régimen parecido al de la litispen-
dencia que regulado en el sistema Bruselas I, jugando la 
suspensión y la inhibición un papel central.
Pero también la propuesta suscitó nuevas dudas 
que, en términos generales afectaban a si su enfoque 
era totalmente favorable para el desarrollo del arbitraje 
y no pusiera en peligro el acervo acumulado en materia 




por los Estados miembros más avanzados en el funcio-
namiento de esta institución (80). En primer lugar, no 
quedaba claro qué regulación había que aplicar en los 
casos en que nos halláramos ante un foro especial de 
protección; en segundo lugar, no se hacía referencia al 
modo de proceder cuando la cláusula compromisoria 
fuese manifi estamente nula; en tercer lugar, como se 
puso de relieve en el coloquio de Lausana de 8 de abril 
de 2011, la propuesta comportaría para el juez del Esta-
do miembro en el que no se encuentre la sede del arbi-
traje una obligación de facto de reconocimiento auto-
mático de la resolución arbitral en la que se establezca 
la existencia, validez o efi cacia de la cláusula compro-
misoria. Por último, cabía cuestionarse si el procedi-
miento de suspensión propuesto por la Comisión es era 
con la Convención de Nueva York, ya que ésta no se 
plantea un procedimiento de este tipo. 
V. ALCANCE DEL REGLAMENTO 1215/2012
20. Como se ha puesto de manifi esto en las pági-
nas anteriores, el Reglamento (CE) n.º 44 /2001 (RB I) 
relativo a la competencia judicial, el reconocimiento 
y la ejecución de resoluciones judiciales en materia ci-
vil y mercantil es, sin lugar a dudas, el más importante 
instrumento del DIPr europeo (81). A pesar de su éxito 
global, se han percibido ciertas defi ciencias durante sus 
primeros años de aplicación que han advertido la nece-
sidad una reforma parcial capitaneada por la Comisión 
Europea. Tras dos años de proceso legislativo, fi nalmente 
ha sido adoptado el Reglamento 1215/2012, de 12 de di-
ciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el re-
conocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en 
materia civil y mercantil (refundición), que deroga el RB 
I. De conformidad con su art. 81, sus normas sobre com-
petencia y reconocimiento y ejecución de resoluciones 
serán aplicables a partir del 10 de enero de 2015. El Re-
glamento, que incorpora las aportaciones del TJ desde el 
2000 aunque de una manera muy reticente, consta de 41 
considerandos, casi el doble que en la versión anterior, 
81 artículos y tres anexos y un cuadro de concordancias 
que resulta de manejo imprescindible. 
De la lectura de los considerandos se observa que, 
en vez de practicar el tradicional seguidismo compla-
ciente, se ha producido una clara declaración de guerra 
a la jurisprudencia considerada ajena a los cánones de 
la Comisión por lo que resulta previsible que esta nueva 
dialéctica tendrá importantes repercusiones en el futu-
ro. La Comisión en vez de actuar con la necesaria cautela 
puso en marcha un conjunto de propuestas ambiciosas 
que en materia arbitral hubieran supuesto una verda-
dera «mutación» del régimen originado en Bruselas en 
1968. Evidentemente este afanoso intento reformista, 
imbuido de un espíritu combate, fue frenado por el Par-
lamento Europeo que actuó como caja de resonancia 
de numerosos prácticos curtidos en la casuística diaria 
transfronteriza atemperando los ardores de la Comisión, 
lo que dio como resultado la adopción de una posición 
más continuista propugnada por algunos Estados miem-
bros y por ciertos lobbys, señaladamente el lobby arbi-
tral (82). Al fi nal se optó por una reforma modesta (83) 
esperando tiempos mejores y una mayor clarifi cación 
jurisprudencial de los precedentes que aconsejaron una 
iniciativa de esta envergadura. No es, en efecto, objetivo 
del RB I regular el arbitraje, pues no entra en su ámbito 
de aplicación, sino prevenir que se produzcan los efec-
tos negativos de los procesos paralelos a través de una 
correcta coordinación de los procedimientos judiciales y 
arbitrales señaladamente cuando se refi eran a la validez 
de un convenio de arbitraje. 
El debate sobre la oportunidad de mitigar la exclu-
sión del arbitraje surgió de la difi cultad de determinar 
qué órganos jurisdiccionales de los Estados miembros 
tenían competencia sobre los procedimientos judicia-
les relacionados con un convenio de arbitraje o con el 
procedimiento arbitral, v.gr., impugnación de los nom-
bramientos de árbitros, o en relación con la existencia, 
validez o efi cacia de una cláusula de arbitraje. Además, 
dado que las disposiciones del RB I sobre la litispenden-
cia y acciones relacionadas no se aplican a los asuntos 
relacionados con el arbitraje, esto conlleva el riesgo de 
procedimientos paralelos sobre el mismo asunto inicia-
dos en distintos Estados miembros susceptibles de pro-
ducir decisiones contradictorias. Más concretamente, en 
el actual sistema judicial de la UE no existe una norma 
que evite que los tribunales arbitrales y judiciales de 
distintos Estados miembros conozcan al mismo tiempo 
sobre cuestiones relativas a la validez, ejecución, inter-
pretación o efi cacia del mismo acuerdo de arbitraje.
Las sentencias Van Uden/Deco Line y Marc Rich and 
Co. habían rechazado la tesis de la exclusión formal 




(sólo los procedimientos arbitrales en sentido estricto 
están excluidos del ámbito de aplicación del Convenio), 
en favor de la exclusión material, de forma que ésta se 
extiende a un litigio pendiente ante un órgano jurisdic-
cional nacional, relativo a la designación de un árbitro, 
aun cuando dicho litigio plantee con carácter previo la 
cuestión de la existencia o de la validez de un acuerdo de 
arbitraje. No se computan en la exclusión los procedi-
mientos judiciales que resulten instrumentales respecto 
a un procedimiento arbitral (adopción de medidas cau-
telares por una jurisdicción estatal en relación con un 
procedimiento arbitral). 
En el Reglamento reformado sobrevive la exclusión 
de arbitraje en el art. 1.2.º, reforzada un considerando ad 
hoc. Por último, el art. 73 establece expresamente que el 
Reglamento no afectará a la aplicación de la Convención 
de Nueva York. Acaso una característica curiosa de esta 
reforma es que las novedades aparecen principalmente 
en los considerandos y no como disposiciones operativas. 
Esto no es nuevo en el singular proceso de normación en 
la UE. El resultado de todo el debate se refl eja en un con-
siderando, el n.º 12, de extraordinaria amplitud, que no es 
otra cosa que un aviso a los navegantes de que la lectura 
del art. 1.2.º.d) no debe realizarse de manera superfi cial. 
Sin duda en una próxima etapa la Comisión volverá a sus-
citar los argumentos que no supo introducir en la que aho-
ra acaba de concluir. 
21. Dentro de su amplio contenido general (84), el 
Reglamento 1215/2012 dedica particular atención al 
arbitraje en su Preámbulo, en concreto, en su cdo. 12, 
donde se confi rma el criterio de que el Reglamento no 
se aplica al arbitraje incluido en el art. 1.2.º.d). En orden 
al alcance de esa exclusión cabe afi rmar lo siguiente: Un 
consenso general que parece derivarse que el arbitraje 
fue satisfactoriamente tratado por el Convenio de Nue-
va York de la que todos los Estados miembros son parte. 
Parece ser que el Parlamento Europeo (en particular, la 
Comisión JURI) y el Consejo prefi rieron un enfoque un 
tanto simplifi cado de la «exclusión ampliada» que con-
tó con el decidido apoyo del Reino Unido. No es resulta 
aventurado afi rmar que nos hallamos ante un texto de 
compromiso acordado tras la retirada de las propuestas 
iniciales de la Comisión. Por eso el nuevo texto apro-
bado refl eja este enfoque favorable a la «mayor exclu-
sión». En consecuencia, en los preceptos relativos a li-
tispendencia y conexidad no aparece mención alguna a 
las relaciones entre jurisdicción y arbitraje.
i) La cuestión de las tácticas «torpedo» encuentran 
una respuesta en el Reglamento en el sentido de que és-
tas no impedirán que los tribunales de otro Estado miem-
bro entren a conocer la validez de un acuerdo arbitral de 
suerte que si una parte inicia un procedimiento en un Es-
tado miembro ignorando el contenido del convenio arbi-
tral alegando que dicho convenio es nulo (porque así lo 
admite la legislación de ese Estado) la otra parte puede 
solicitar de los tribunales de la sede del arbitraje que re-
mita a las partes a este procedimiento. De acuerdo con 
el cdo. 12 «Ningún elemento del presente Reglamento 
debe impedir que un órgano jurisdiccional de un Estado 
miembro que conozca de un asunto respecto del cual las 
partes hayan celebrado un convenio de arbitraje remita a 
las partes al arbitraje o bien suspenda o sobresea el proce-
dimiento, o examine si el convenio de arbitraje es nulo de 
pleno derecho, inefi caz o inaplicable, de conformidad con 
su Derecho nacional». 
ii) El referido cdo. 12 prescinde expresamente de de-
terminadas resoluciones sobre la efi cacia de los acuerdos 
de arbitraje del ámbito de aplicación del Reglamento: «A 
la hora de resolver sobre la nulidad de pleno derecho, la 
inefi cacia o la inaplicabilidad de un convenio de arbitraje, 
los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros no 
deben estar sujetos a las normas de reconocimiento y 
ejecución establecidas en el presente Reglamento, con 
independencia de que se pronuncien a ese respecto con 
carácter principal o como cuestión incidental». Se trata 
de una observación orientada a limitar el alcance de la 
circulación en los Estados miembros de las sentencias 
contradictorias formuladas con respecto a ciertos asun-
tos de arbitraje. Ello contrasta, sin embargo, con la situa-
ción de las resoluciones sobre la efi cacia de los acuerdos 
de prórroga de jurisdicción de conformidad con la doctri-
na sentada por la STJ 15 noviembre 2012, as. C-456/11: 
Gothaer AllgemeineVersicherung.
iii) El Reglamento «no debe aplicarse a ningún proce-
dimiento incidental ni acción relacionados, en particular, 
con la creación de un tribunal arbitral, las facultades de 
los árbitros, el desarrollo del procedimiento de arbitraje o 
cualesquiera otros aspectos de tal procedimiento, ni a nin-
guna acción o resolución judicial relativa a la anulación, re-
visión, apelación, reconocimiento o ejecución de un laudo 




arbitral». Como puede observarse del texto de este nuevo 
pasaje del cdo. 12 se desprende que los tribunales naciona-
les quedan casi con las manos libres en esta materia, lo que 
obligará en el futuro a delimitar su alcance preciso.
iv) El régimen de reconocimiento y ejecución del Re-
glamento no resulta aplicable a las resoluciones sobre 
la efi cacia de los acuerdos de arbitraje, en contraste con 
la situación respecto a las resoluciones sobre la efi cacia 
de los acuerdos de prórroga de jurisdicción, a la luz de la 
referida STJ 15 noviembre 2012, as. C–456/11: Gothaer 
Allgemeine Versicherung. Según el cdo. 12 «El hecho de 
que un órgano jurisdiccional de un Estado miembro, en 
el ejercicio de su competencia con arreglo al presente 
Reglamento o al Derecho nacional, declare la nulidad de 
pleno derecho, inefi cacia o inaplicabilidad de un conve-
nio de arbitraje no debe impedir el reconocimiento ni, en 
su caso, la ejecución de la resolución de dicho órgano en 
cuanto al fondo del asunto conforme a lo dispuesto en el 
presente Reglamento». 
v) Del espíritu del RB II bis se observa una tendencia 
a desbordar el espacio europeo para inmiscuirse en el 
ámbito internacional general, sobre todo en lo que con-
cierne al tratamiento de la litispendencia internacional. 
Esta tendencia, por lo que se refi ere a la materia arbi-
tral, es sin embargo más moderada. Se declara sin am-
bages que Convención de Nueva York tiene prioridad 
sobre el Reglamento: «Esta norma ha de entenderse sin 
perjuicio de la competencia de los órganos jurisdiccio-
nales de los Estados miembros para resolver sobre el 
reconocimiento y la ejecución de los laudos arbitrales 
con arreglo al Convenio sobre el reconocimiento y la 
ejecución de sentencias arbitrales extranjeras, hecho 
en Nueva York el 10 de junio de 1958, que prevalece 
sobre el presente Reglamento». Dicho razonamiento 
encuentra su plasmación en el art. 73.2.º, según el cual, 
«El presente Reglamento no afectará a la aplicación del 
Convenio de Nueva York de 1958». Cabe insistir en que 
dicho precepto señala que el Reglamento 1215/2012 
no afecta a la aplicación del Convenio de Nueva York 
sobre reconocimiento y ejecución de laudos arbitra-
les. La prevalencia del Convenio de Nueva York sobre 
el Reglamento si bien parte de que el hecho de que un 
órgano jurisdiccional de un Estado miembro declare la 
nulidad, inefi cacia o inaplicabilidad de un convenio de 
arbitraje no debe impedir el reconocimiento ni la ejecu-
ción conforme al Reglamento de la resolución que ese 
órgano pueda adoptar en cuanto al fondo del asunto, 
precisa que tal posibilidad debe entenderse sin perjui-
cio de la competencia de los órganos jurisdiccionales 
de los Estados miembros para resolver sobre el reco-
nocimiento y la ejecución de los laudos arbitrales con 
arreglo al Convenio de Nueva York.22. La exclusión del 
arbitraje del ámbito de aplicación del RB I implica que 
el Reglamento no debe aplicarse a ningún procedimien-
to incidental ni acción relacionados con la creación de 
un tribunal arbitral, las facultades de los árbitros, el 
desarrollo del procedimiento de arbitraje, ni a ninguna 
acción o resolución judicial relativa a la anulación, re-
conocimiento o ejecución de un laudo arbitral. Se trata 
de una enumeración meramente indicativa de cuestio-
nes excluidas, de modo que no es en absoluto una lista 
exhaustiva. 
Se observa una tendencia a desbordar 
el espacio europeo para inmiscuirse 
en el ámbito internacional general, 
sobre todo en el ámbito de la 
litispendencia internacional 
En general, las modifi caciones introducidas en el 
Reglamento reformado relativas al arbitraje son útiles 
para este último por conferirle mayor protección en la 
UE reduciendo las posibilidades de ser torpedeado por 
estrategias judiciales, con lo cual los efectos de más per-
niciosos de West Tankers tienden a diluirse. Por eso, en 
general, el Reglamento ha contado con buena acogida 
entre los profesionales del arbitraje mediante la mejora 
de la seguridad jurídica en relación con los acuerdos de 
arbitraje y la prevención de tácticas procesales abusivas. 
Pero quedan muchas cuestiones abiertas. El Reglamento 
no parece autorizar a un tribunal del Estado miembro la 
concesión de una orden conminatoria en relación con los 
procedimientos en otro Estado miembro en contra de un 
acuerdo de arbitraje porque el requisito de la confi anza 
mutua se mantiene intacto. Es inevitable que sigan sur-
giendo problemas en relación con la interacción entre el 
arbitraje y el Reglamento, en particular cuando un tri-
bunal del Estado miembro ha decidido que una cláusula 
de arbitraje no es válida y dicte sentencia sobre el fondo 
del asunto, mientras que otro miembro tribunal estatal o 
tribunal arbitral ha llegado a un punto de vista diferente 
sobre la validez. Existe, en efecto, el  riesgo de procedi-
mientos judiciales acumulados cuando una parte insatis-
fecha con una sentencia sobre la validez de un acuerdo 
arbitral dictado por el tribunal (una decisión que queda 
fuera del ámbito de aplicación del Reglamento Bruselas 
y que, por lo tanto, no es vinculante para los demás Esta-
dos miembros), entable procedimientos judiciales simi-
lares en otros Estados miembros.
Acaso el RB I no sea la sede normativa más idónea 
para incorporar en un futuro la materia de arbitraje de 
forma completa, porque históricamente esta materia 
ha estado excluida de su ámbito de aplicación y además 
el Reglamento no ha sabido hacer respetar en la última 
década el sistema de acuerdos de elección de foro en fa-
vor de los tribunales de justicia de un Estado miembro, a 




pesar de que estos acuerdos constituyen un instrumento 
esencial para evitar el forum shopping y los procedimien-
tos judiciales paralelos. Integrar el arbitraje en un siste-
ma que no ha sido capaz de hacer respetar los acuerdos 
de elección de foro no parece una buena decisión de po-
lítica legislativa (85).
(1) Las actitudes críticas a la eurocracia son también mani-
fi estas en otros sectores, señaladamente en el ámbito del 
Derecho internacional privado, debido a la extensión de 
las competencias de la UE entre a los Estados miembros 
dentro del proceso de «comunitarización» de este sector. 
Vid., por todos, S.A. Sánchez Lorenzo, «La política legis-
lativa de la Unión Europea en materia de Derecho inter-
nacional privado: de la técnica del carro ante los bueyes a 
la estrategia del avestruz», Nuevas fronteras del Derecho 
de la Unión Europea. Liber amicorum José Luis Iglesias 
Buhigues, Valencia, Tirant lo Blanch, 2012, pp. 133 ss. Esta 
contrariedad ha llegado a convertirse en una indignación 
manifi esta por parte de sectores muy cualifi cados. Vid. 
la carta abierta al Presidente de la República Francesa 
sobre «L’Union européenne, la démocratie et l’État de 
droit» en V. Heuzé, «L’honneur des professeurs de droit», 
La Semaine Juridique, Edition Générale, n.º 10, 7 marzo 
2007. http://credo-multimedia.com/Bib_num/Art_new/
CN/ droit% 20public /droit%20public%20internatio-
nal/droit%20 communautaire%20europ%C3%A9en/ 
L’honneur_des_ professeurs_de_droit_Explicati.pdf.
(2) G.A. Bermann, «Navegating UE Law of International Arbi-
tration», Arb. Int’l, vol. 28, n.º 3, 2012, pp. 397-445, esp. 
pág. 398.
(3) J.J. Burst, «L’arbitrage dans ses rapports avec les Commun-
autés européennes», Rev. arb., 1979, pp. 105-120; W. Van 
Gerven, «L’arbitrage en droit européen», Rev. dr. int. dr. 
comp., 1995, n.º 1, pp. 67-74. 
(4) P.F. Schlosser, «Arbitration and the European Public Po-
licy», L’arbitrage et le droit européen, Bruselas, Bruylant, 
1997, pp. 81-101; G.I. Zekos, «The Treatment of Arbitration 
Under EU Law», Disp. Res. J., n.º 54, 1999; J.C. Fernández 
Rozas, «Le rôle des juridictions étatiques devant l’arbitrage 
commercial international», Recueil des Cours, t. 290, 
2001, pp. 204-206; Y. Brulard e Y. Quintin, «European 
Community Law and Arbitration: National Versus Com-
munity Public Policy», J. Int’l Arb., vol. 18, n.º 5, 2001, pp. 
533-547. Vid. STJ 1 junio 1999, as. C-12/1997: Eco Swiss 
China Time Ltd c. Benetton International NV y nota de S. 
Álvarez González, «Arbitraje comercial internacional, or-
den público y Derecho comunitario de la competencia», 
Diario La Ley, n.º 4895, 1999, pp. 1-4; y los comentarios de 
L. Idot, «L’arbitre et l’ordre public communautaire: prise de 
position de la Cour de Justice, note sous CJCE, 1 Juin 1999», 
Rev. arb., 1999, n.º 3, pp. 631-653; y S. Perruzzetto Poillot, 
«L’ordre public international en droit communautaire. À 
propos de l’arrêt de la Cour des justices des Communautés 
du 1er juin 1999 (affaire Eco Swiss China time Ltd)», Journ. 
dr. int., 2000, n.º 2, pp. 299-315. STJ 28 marzo 2000, as. 
C-7/1998, Krombach c. Bambersk y comentario de M. Gó-
mez Jene, «Convenio arbitral y orden público europeo (A 
propósito de la Sentencia del TJCE de 28 de marzo de 2000 
en el asunto Krombach c. Bamberski)», Gaceta Jurídica UE, 
n.º 2009, 2000, pp. 86-92.
(5) Aunque la STJ 23 marzo 1982, as. 102/1981: Nordsee, 
consideró que un tribunal arbitral no era competente para 
entablar una cuestión prejudicial, que versaba sobre Dere-
cho de la competencia, entendió que esta materia queda-
ba comprendida dentro de las materias susceptibles de ar-
bitrabilidad. Vid. las notas de X. De Mello, Rev. arb., 1982, 
pp. 390-403; Ph. Fouchard, ibíd., 1982, pp. 491-493; M. 
Friend, L. Q. Rev., 1983, pp. 356-360; G. Bebr, C.M.L. Rev, 
1985, pp. 489-504, y P. Blanco-Morales Limones, RCEA, 
1986, vol. III, pp. 123-129
(6) Como es bien sabido, la mayoría de las sentencias dictadas 
por el TJCE en respuesta a las cuestiones prejudiciales rela-
tivas al Convenio de Bruselas siguen siendo plenamente ex-
trapolables al texto del Reglamento Bruselas I. Este Regla-
mento fue uno de los actos normativos promulgados sobre 
la base competencial del art. 65 TCE, tras su revisión por el 
Tratado de Ámsterdam, y vino a suponer la conversión del 
Convenio de Bruselas de 1968 en un acto normativo insti-
tucional (J.C. Fernández Rozas y S.A. Sánchez Lorenzo, De-
recho internacional privado, 7.ª ed., Cizur Menor, Civitas / 
Thomson-Reuters, 2013, pág. 65).
(7) Vid., las ponencias de S. Bollee y de C. Nourissat, en la obra 
dirigida por P. Mayer, Arbitrage et droit de l’Union Europée-
ne, París, Lexis Nexis, 2012.
(8) Vid. el Rapport de M. P. Jenard sur la Convention du 27 
septembre 1968 concernant la compétence judiciaire et 
l’exécution des décisions en matière civile et commerciale, 
JO C 59 de 5.3.79, pág. 13, B. Audit, «L’arbitre, le juge et la 
Convention de Bruxelles», L’internationalisation du droit. 
Mélanges en l’honneur d’Yvon Loussouarn, París Dalloz, 
1994, pp. 15-29.
(9) Vid. P. Jenard, «Projet de convention européenne portant 
loi uniforme en matière d’arbitrage en droit belge», Anna-
les de la faculté de droit de Liège, vol. 9, 1964, pp. 39-81.
(10) Mediante la adición de una parte sexta al Código de Proce-
dimiento (arts. 1676 a 1723). Vid. G. Keutgen, L’arbitrage 
en droit belge et international, Bruselas, 1981, pág. 426. 
(11) C.L. Schmitthoff, «Arbitration and EEC Law», C.M.L. Rev., 
vol. 25, 1987, pp. 1-15.
(12) Cf. G.A. Bermann, loc. cit., pág. 402.
(13) Vid. J.C. Fernández Rozas, «Le rôle des juridictions étati-
ques...», loc. cit., pp. 104-108.
(14) Cf. R. Arenas García, «La inclusión progresiva…», loc. cit., 
pp. 404-405.
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(15) Informe de P. Schlosser sobre el Convenio de 9 de octubre 
de 1978 relativo a la adhesión del Reino de Dinamarca, de 
Irlanda y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte al Convenio relativo a la competencia judicial y a la 
ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mer-
cantil, así como al Protocolo relativo a su interpretación 
por el Tribunal de Justicia (DO 1979 C 59, p.71), apartado 
61). De acuerdo con el ap. 63 del informe «La noción de 
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